
Barranquilla, 14 de febrero de 2024 

 

Señor:  
JUEZ DEL CIRCUITO 
(REPARTO) 
E.S.D. 
 
 
Referencia: Acción de tutela contra la Comisión Nacional del Servicio Civil, La Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales y la Universidad Área Andina. 

 

I FUNDAMENTOS FACTICOS 

1. Yo ANYELO ENRIQUE PEREZ RODRIGUEZ, identificado con cedula de ciudadanía 

numero 1044429280 del municipio de Puerto Colombia, me inscribí en la 

convocatoria de concurso de méritos de la comisión nacional del servicio civil – 

CNSC, denominado “DIAN 2022” Modalidad de ingreso, aplicando al cargo nivel 

profesional Gestor I de un proceso Misional, número de opec 198368 

2. Según lo establece el acuerdo de la convocatoria DIAN 2022, para los procesos 

misionales se surtirán dos etapas, así: 

 

En efecto en el acuerdo de convocatoria N° CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022, 

en la Tabla N°7 establece las pruebas a aplicar en el proceso de selección de ingreso Dian 

empleos del nivel profesional de los procesos misionales que no requieren experiencia en 

su requisito mínimo.  

3. La Fase I del proceso de selección ya se surtió. En esa etapa obtuve un resultado en 

la prueba de competencias básicas u organizacionales de 80.39, superando el 

puntaje mínimo requerido (70), lo que me permitió continuar en el proceso de 

selección de conformidad con lo que se puede evidenciar en la plataforma de SIMO. 



 

4. La plataforma simo aplica los porcentajes correspondientes a las pruebas de la fase I, 

arrojando un resultado final de 37.46 

 

 

5. El acuerdo de la convocatoria establece que para la Fase II del proceso de 

selección DIAN 2022, pasarán al curso de formación los participantes que hayan 

ocupado los tres (3) primeros puestos por cada vacante. 

6. La OPEC 198368, posee 366 vacantes, por lo que continuarían en el curso de 

formación (fase II) los primeros 1.098 participantes que obtuvieron el puntaje 

más alto. 

7. Al respecto, se precisa que, en la OPEC 198368 hay muchos puntajes en 

condición de empate en diferentes posiciones de primero, segundo y tercer 

lugar. 



 

8. Para tener claridad referente a los criterios a tener en cuenta para los que 

conformarán la lista de los que serán llamados el curso de formación se procedió 

a consultar el acuerdo el Acuerdo № CNT2022AC000008 de 29 de diciembre de 

2022, el cual señala en el artículo 20 lo siguiente: 

 

 

9. La duda radico en el apartado (Incluso en condiciones de empates en estas 

posiciones) en razón a que, si varios aspirantes obtenían el mismo puntaje, estos 

contarían como una misma posición y no se llamarían a los 1.098 si no a muchos 

más aspirantes, en razón a que los empates aumentarían las posiciones.  

10. En relación a este punto muchos aspirantes elevaron la consulta, las cuales 

aumentaron las expectativas, en razón a las posiciones empatadas y que muchos 

aspirantes serian citados al curso de formación. 



 



 

La anterior respuesta genero mucha expectativa, en razón a que tendrían en cuenta a los 

empatados como una misma posición, además en el acuerdo de convocatoria en ningún 

articulo estípula los desempates para el llamado a curso de formación. 

Por otra Inicialmente serian llamados 1.098 este resultado lo obtenemos de multiplicar 366 

que es el numero de vacantes ofertadas por 3. Finalmente, la CNSC llamo a 1.104 aspirantes 

al curso de formación un número superior al de 1.098, lo que se puede apreciar es que la 

CNSC tuvo en cuenta solo la última posición empatada que es la posición 1.098 como se 

evidencia a continuación.  



 

Lo anterior viola el derecho fundamental a la igualdad, petición, debido proceso, seguridad 

jurídica y acceso a la carrera administrativa por meritocracia contemplados en los artículos 

13, 29, 40 y 125 de la Constitución Política de Colombia. 

Debido a que en los conceptos que emitieron expusieron que tendrían en cuenta todos los 

empates y arbitrariamente solo tuvieron en cuenta la última posición como empate, lo cual 

genera desconfianza de este proceso de selección. 

Todos los aspirantes de este proceso de selección esperamos claridad y que se haga el 

llamado de todos los aspirantes que se encuentran empatados.  

II FUDAMENTOS JURIDICOS 

1. Violación al principio de confianza legítima y respeto del acto propio. 

 Esta problemática surge producto de una falsa y equivocada interpretación violatoria de 

derechos fundamentales como lo son la igualdad, el debido proceso, el mérito y el trabajo. 

Como se puede ver en el último concepto referido y que se adjunta, se incorporó una 

interpretación caprichosa y de índole personal por parte de la Comisionada Nacional de 

Servicio Civil, quien contrariando lo expuesto por su oficina de asesores se pronunció bajo 

el manto del cargo que ostenta, afectando con su postura a más de un millar de personas 

que se encuentran afectadas por esta misma situación. Actuaciones como la que se 

describe, son violatorias además de principios del Estado Social de Derecho, como lo es el 

de la confianza legítima, el cual deriva del artículo 83 del texto constitucional, y que supone 

un actuar por parte de las autoridades y los particulares ceñido bajo los postulados de la 

buena fe. En múltiples oportunidades la Corte Constitucional ha descrito el alcance de este 

pilar, indicando que: “(…) las relaciones con la comunidad han de ceñirse a ese principio, lo 

que implica, de una parte, el deber de proceder con lealtad en las relaciones jurídicas y, de 



otra, el derecho a esperar que los demás obren de la misma forma. Ello se predica de todas 

las relaciones comunitarias y asume especial relevancia cuando participa la administración 

pública, en cualquiera de sus formas, dado el poder del que se encuentra investida. De tal 

manera, toda la actividad del Estado se ha de desarrollar dentro del respeto al acto propio 

y la confianza legítima. La Corte Constitucional ha indicado que es deber de la 

administración actuar en sus relaciones jurídicas con los particulares de manera 

consecuente con sus conductas precedentes, de manera que los administrados no se vean 

sorprendidos con conductas que resulten contrarias a sus expectativas legítimamente 

fundadas, basado como está el principio de confianza legítima en que las autoridades 

públicas no pueden alterar, en forma inopinada, las reglas que gobiernan las relaciones del 

Estado con los asociados. (…) (Sentencia T-244 de 2012. Consultar además sentencia TDe 

conformidad con este principio, se exige que el Estado respete las normas y los reglamentos 

previamente establecidos, de modo que los particulares tengan certeza frente a los trámites 

o procedimientos que deben agotar cuando acuden a la administración. Es por eso, que en 

el presente asunto, y con fundamento en este principio, se exige cierta estabilidad o 

convicción frente a las decisiones de la administración, por cuanto el ciudadano tiene 

derecho a actuar en el marco de reglas estables y previsibles. (Consejo de Estado, Radicado 

11001-03-15-000-2016-00402- 00(AC) del 31 de marzo de 2016). Desconoció la funcionaria, 

que este principio se traduce en una prohibición impuesta a los órganos de la administración 

para modificar de manera arbitraria y caprichosa determinadas situaciones jurídicas que se 

han generado en actuaciones precedentes que ya generaron expectativas justificadas y por 

consiguiente legítimas en los ciudadanos. Carece de toda seriedad el pronunciamiento que 

aquí se cuestiona ya que las actuaciones de las autoridades públicas, que se emiten a través 

de sus funcionarios, deben reflejar la materialización del principio de buena fe y de la 

inadmisibilidad de conductas arbitrarias, que caracterizan al estado constitucional de 

derecho. En el presente caso, este principio tiene plena aplicación debido a que los 

aspirantes dentro de la convocatoria de méritos cuentan con expectativas plausibles cuya 

fuente de origen además del Decreto 71 de 2020, ha sido el actuar de la administración, a 

partir de los dos primeros pronunciamientos a los cuales se ha hecho referencia. No 

obstante, surgió una modificación intempestiva e injustificada que quebrantó ese principio 

de confianza legítima y respeto del acto propio. 

2. Derecho al Debido Proceso. 

 Este es una institución importantísima dentro del derecho moderno, ya que contiene las 

garantías necesarias para el derecho procesal. Se trata de un derecho fundamental 

reconocido en el derecho colombiano y en la mayoría de las constituciones En la 

Constitución el artículo 29 enuncia la institución del debido proceso que ejerza dentro de 

sus líneas lo siguiente: Es importante que se respete el procedimiento requerido para la 

aplicación del acto administrativo, permitiendo un equilibrio en las relaciones que se 

establecen entre la administración y los particulares, en aras de garantizar decisiones de 

conformidad con el ordenamiento jurídico por parte de la administración. El debido proceso 



debe velar por un procedimiento en el que se dé continuamente el derecho de defensa y de 

contradicción de todas aquellas personas que puedan resultar afectadas con la decisión 

administrativa De esta forma, el debido proceso en materia administrativa busca en su 

realización obtener una actuación administrativa justa sin lesionar a determinado particular. 

Se busca también un equilibrio permanente en las relaciones surgidas del proceso y 

procedimiento administrativo, frente al derecho substancial y a los derechos fundamentales 

de las personas y la comunidad en general. Es así como la reiterada jurisprudencia trata 

sobre el tema: "El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en 

el que se pretenda - legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un 

límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector 

de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios 

criminales.” "El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de 

legalidad, el del juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de 

inocencia y el derecho de defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos 

fundamentales". "El debido proceso constituye un derecho fundamental de obligatorio 

cumplimiento para las actuaciones tanto judiciales como administrativas, parala defensa de 

los derechos de los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias 

del respectivo proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las actuaciones de las 

autoridades públicas y el agotamiento de las etapas previamente determinadas por el 

ordenamiento jurídico. Por ello los ciudadanos sin distinción alguna, deben gozar del 

máximo de garantías jurídicas en relación con las actuaciones administrativas y judiciales 

encaminadas a la observancia del debido proceso." (T- 078 de 1998). 

3. Igualdad. 

 En diversas sentencias donde la Corte Constitucional ha determinado que la igualdad es un 

concepto multidimensional pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental 

y una garantía. De esta manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: 

i) formal, lo que implica que la legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a 

todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido garantizar la paridad 

de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica 

que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios 

sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, identidad 

de género, religión y opinión política, entre otras. 

III PETICIONES 

1) Se Ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina 

llamarme a la fase II del concurso de méritos DIAN 2022, dentro de la OPEC 198368, 

asimismo que se extienda el plazo para realizar las actividades de dicho curso 

formación las cuales son requisito para ser citados a la evaluación final del curso de 

formación y con esto se evite un daño irremediable que atente contra mis derechos 

fundamentales. 



2)  Se Ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina me 

entreguen de manera detallada el informe de cada uno de los puntajes y su orden, 

inclusive en condiciones de empate del empleo ofertado en la OPEC 198368. 

3) Se Ordena a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina me 

informen de manera precisa cual es mi posición, contando inclusive en condiciones 

de empate, respecto de mi puntaje obtenido para la oferta pública del empleo DIAN 

2022 con OPEC 198368. 

IV JURAMENTO  

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que por los mismos hechos y derechos no he 

interpuesto acción de tutela. 

V NOTIFICACIONES 

Atentamente me permito señalar señor Juez que la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 

CIVIL CNSC, recibe notificaciones en los correos electrónicos 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co y atencionalciudadano@cnsc.gov.co los cuales se 

extraen de la página web de la entidad; a la DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES, DIAN, recibe notificaciones en los correos electrónicos 

notificacionesjudiciales@dian.gov.co los cuales se extraen de la página web de la entidad; y 

a la UNIVERSIDAD AREA ANDINA en los correos electrónicos 

notificacionjudicial@arandina.edu.co los cuales se extraen de la página web de la entidad 

También señalo señor Juez que la suscrita se permite recibir notificaciones y requerimientos 

en el correo electrónico pranyelo08@gmail.com y presento como número celular 

3013167547. 

 

 

Anyelo Perez Rodríguez 
CC: 1044429280 
Correo: pranyelo08@gmail.com 
Celular: 3013167547 
 

ANEXOS 

 1. Copia Cedula de Ciudadanía 

mailto:pranyelo08@gmail.com


 2. Copia Acuerdo No. CNT2022AC000008 del 29 diciembre de 2022, expedido por la 

Comisión Nacional de Servicios Civil, - CNCS  

3. Copia del oficio No. 2023RE187047, del del 24 de octubre de 2023 respectivamente, 

proferido por la Comisión Nacional de Servicio Civil, CNSC.  


